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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa de Decreto por el que se modifican los artículos 73 fracción V, 76 fracción V, 82 fracción XXIII, 148, 158 fracción II inciso 4 ultimo párrafo y 165 primer y segundo párrafo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· Sobre la armonización de todo lo referente al Tribunal Estatal Electoral, acorde a la reforma nacional en materia político electoral. 

Planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila

Primera Lectura de la Iniciativa: 8 de Junio de 2016.

Segunda Lectura de la Iniciativa: 21 de Junio de 2016.
Turnada a la Comisión Especial Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral.
Primera Lectura del Dictamen: 

Segunda Lectura del Dictamen:

Dictamen de Declaratoria:

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
H. Pleno del Congreso del 
Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presente.

El que suscribe, diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Perez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila, de la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, pongo a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifican diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:
Exposición de Motivos 

Compañeras y compañeros diputados, la semana pasada en esta misma tribuna presentamos una iniciativa de ley, en la que solicitamos se otorgue la autonomía técnica y de gestión en su funcionamiento asi como la independencia en sus decisiones al Tribunal Estatal Electoral, desincorporandolo del Poder Judicial del Estado, tal y como se determinó en la reforma político-electoral a nivel a nacional en el año 2014, lo cual permitirá que el órgano encargado de impartir jucticia en materia electoral en nuestro Estado, tenga plena independencia y autonomía al momento de emitir sus resoluciones.

Cabe señalar, que después de realizar un análisis minucioso a todo el artículado de nuestra Constitución Local, nos hemos encontrado que se hace necesario realizar una serie de modificaciones a diversos artículos de dicho ordenamiento jurídico, en los que se hace referencia al Tribunal Estatal Electoral, con el fin de poder armonizar nuestra legislación local con las reformas político- electorales que se aprobarón como ya comente a nivel nacional.

En ese sentido, es que el día de hoy, presento una serie de modificaciones a la Constitución del Estado, a fin de poder cumplir con los lineamientos que fueron aprobados por todas las fuerzas políticas en el Congreso de la Unión.

Por ejemplo, una de las modificaciones que hoy se presentan, es en el sentido de eliminar que la Diputación Permanente de este H. Congreso tenga la facultad de aprobar o negar los nombramientos de los magistrados integrantes del Tribunal Estatal Electoral, pues de acuerdo a las nuevas disposiciones esa facultad ahora le corresponde al Senado de la República.

Otra de las propuestas que hoy se presenta, consiste en suprimir la facultad que tenia el Gobernador del Estado, de someter ante el Congreso del Estado los nombramientos de los magistrados del Tribunal Estatal Electoral, pues como lo señale en líneas anteriores esa ya es una facultad que esta delegada al Senado de la República.

De igual forma, estamos proponiendo que se elimine de la Constitución Local, el hecho de que los Magistrados del Tribunal Estatal Electoral al iniciar el ejercicio de su cargo, deberán rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente, pues esto ha quedado totalmente superado por completo, ya que los nuevos magistrados en esa materia, ahora deberán rendir su protesta de ley ante el senado de la rapublica.

Por ultimo, hay otras propuestas referentes a las controversias constitucionales en materia electoral asi como en cuanto a la responsabilidad penal en que pueden incurrir los magistrados electorales, por lo que se proponen las adecuaciones que a nustro jucio, deben realizarse, con el fin de que se armonice todo lo referente al Tribunal Estatal Electoral.

Sin lugar a dudas, la reforma nacional en materia político- electoral, ha traído nuevas formas, reglas y estructuras en relación con la organización electoral que tradicionalmente conocíamos. Reto que seguramente nos dejara una grata experiencia a todos los que paricipamos en política.

En tal virtud y con el fin de armonizar nuestro marco jurídico en materia electoral local con la reforma nacional, es que se presenta esta inciativa de ley, la cual pongo a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, en los siguientes térmios:
Iniciativa de Decreto por el que se modifican los artículos 73 fracción V, 76 fracción V, 82 fracción XXIII, 148, 158 fracción II inciso 4 ultimo párrafo y 165 primer y segundo párrafo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
El articulo 73 fracción V actualmente dice 

Artículo 73. Son atribuciones de la Diputación Permanente:

V.
Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes. 

Proponiedose para quedar como sigue:

Artículo 73. Son atribuciones de la Diputación Permanente:

V. Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes. 

El artículo 76 en su fracción V actualmente señala

Artículo 76. Para ser Gobernador se requiere:

V. 
No ser secretario de la administración pública estatal, Procurador General de Justicia del Estado, magistrado del Poder Judicial, presidente municipal, síndico o regidor, consejero o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, titulares de los organismos descentralizados, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto, ni secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria.

Proponiendose que quede de la siguiente manera:

Artículo 76. Para ser Gobernador se requiere:

V. 
No ser secretario de la administración pública estatal, Procurador General de Justicia del Estado, magistrado del Poder Judicial, presidente municipal, síndico o regidor, consejero o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, titulares de los organismos descentralizados, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto, ni secretario del Tribunal Estatal Electoral, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria.

El actual articulo 82 en su fracción XXIII dispone:
Artículo 82. Son facultades del Gobernador:

XXIII. Someter al Congreso del Estado, en los términos de esta Constitución y demás disposiciones aplicables, los nombramientos de Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje.

Proponiendose que quede de la siguiente manera:
Artículo 82. Son facultades del Gobernador:

XXIII. Someter al Congreso del Estado, en los términos de esta Constitución y demás disposiciones aplicables, los nombramientos de Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje.

Por su parte el actual articulo 148, señala:

Artículo 148. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

Proponiendo que se reforme de la siguiente manera:

Artículo 148. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

A su vez el artículo 158 fracción II, Inciso 4 ultimo párrafo, señala:
Artículo 158. La Justicia Constitucional Local se erige dentro del régimen interior del Estado, como un medio de control para mantener la eficacia y la actualización democrática de esta Constitución, bajo el principio de supremacía constitucional. 

Las controversias constitucionales locales se sujetarán a lo siguiente:

II. 
De las acciones de inconstitucionalidad local que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma o acuerdo de carácter general y esta Constitución, las que deberán resolverse con base en lo establecido en el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

4.
Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas con efectos generales, siempre que fueren aprobadas por la mayoría absoluta de sus miembros y tendrá efectos de cosa juzgada en los términos que establezca la ley.

La única vía para plantear la inconstitucionalidad de leyes, decretos o acuerdos legislativos en materia electoral, es la prevista en este artículo, sin perjuicio del control difuso que ejercerá el Tribunal Electoral del Poder Judicial en los términos de esta Constitución.

Proponiendo que quede de la siguiente manera:
Artículo 158. La Justicia Constitucional Local se erige dentro del régimen interior del Estado, como un medio de control para mantener la eficacia y la actualización democrática de esta Constitución, bajo el principio de supremacía constitucional. 

Las controversias constitucionales locales se sujetarán a lo siguiente:

II. 
De las acciones de inconstitucionalidad local que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma o acuerdo de carácter general y esta Constitución, las que deberán resolverse con base en lo establecido en el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

4.
Las resoluciones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas con efectos generales, siempre que fueren aprobadas por la mayoría absoluta de sus miembros y tendrá efectos de cosa juzgada en los términos que establezca la ley.

La única vía para plantear la inconstitucionalidad de leyes, decretos o acuerdos legislativos en materia electoral, es la prevista en este artículo, sin perjuicio del control difuso que ejercerá el Tribunal Estatal Electoral.

Por último el artículo 165 señala:

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia. 

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados al Congreso del Estado, del Auditor Superior del Estado, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores y los titulares e integrantes de los consejos de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cuál fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere. 

Las declaraciones y resoluciones que emita el Congreso del Estado en estos casos, serán inatacables.

Quedando de la siguiente manera:
Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia. 

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados al Congreso del Estado, del Auditor Superior del Estado, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores y los titulares e integrantes de los consejos de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cuál fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere. 

Las declaraciones y resoluciones que emita el Congreso del Estado en estos casos, serán inatacables.

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Saltillo, Coahuila a 06 de Junio de 2016
Atentamente

Dip. Sergio Garza Castillo
Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Hilda Graciela River de Perez Arreola”

del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

